Carátula 


SEÑORA SECRETARIA. Corresponde designar Presidente. 


SEÑOR BERNINI.- Nuestra Bancada propone a la compañera Diputada Payssé como Presidenta. Ella 
ocupó la Presidencia el año pasado y creemos que está desarrollando una buena tarea. Pienso que lo 
más adecuado es arrancar la reunión y el año con la compañera Payssé presidiendo la Comisión. 


(Se vota) 
-Siete en ocho: AFIRMATIVA. 
SEÑOR PRESIDENTA (Payssé).- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 17 y 15) 
-Ahora, según la formalidad, corresponde designar Vicepresidente de la Comisión. 


SEÑOR PENADÉS.- El Partido Nacional no va a ocupar la Vicepresidencia de la Comisión, así que con 
mucho gusto la cedemos para que la ocupen el Partido Colorado o el Partido Independiente. 


SEÑOR SCAVARELLI.- Yo estoy ejerciendo una suplencia, pero mi Partido con mucho gusto la asume. 
Podría ocuparla el señor Diputado Abdala, por quien yo estoy de suplente, pero preferiría dejar el tema 
para la próxima sesión, cuando se encuentre el titular. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Entonces, para la próxima reunión, el primer punto del orden del día será la 
designación del Vicepresidente, habiéndose acordado que el Partido Colorado ocupará ese lugar. 


Lo primero que tenemos para plantear -ustedes ya lo tendrán porque fue repartido- es lo 
relativo al informe anual del señor Comisionado Parlamentario, que fue entregado en el mes de marzo. 
A tales efectos quisiera comentar que el señor Comisionado Parlamentario mandó un original de su 
informe que fue sustituido por una versión mejorada -por decirlo de alguna manera- no porque en ella 
se modifiquen los contenidos sino porque se modificó la forma de presentación y el lenguaje de 
algunas partes debido a un error involuntario del Comisionado Parlamentario que no guardó en su 
computadora los arreglos que había hecho. Con fecha martes 10 de marzo el Comisionado 
Parlamentario -así lo convinimos- envió una nota por la cual pide sustituir aquel original por el original 
con el que contamos todos. Si están de acuerdo, yo dejaría a la Secretaría la nota presentada 
oportunamente por el señor Comisionado y estaría procediendo a devolver el original que se me 
entregó, que luego fue sustituido por el otro con el que contamos todos. El original nuevo me lo entregó 
impreso de un solo lado, pero cuando se hizo la serie de fotocopias correspondientes se imprimió de 
los dos lados, y entonces son diferentes en tamaño pero el contenido es el mismo. Fue verificado por la 
Secretaría de la Asamblea General, que cotejó las dos versiones, así que en ese sentido no hay 
problema. 


Antes de ingresar a la consideración del informe, quisiera decir que tuvimos una dificultad: 
como la Asamblea General no tuvo quórum el día que los partidos políticos presentamos la moción de 
levantar el receso parlamentario, la Comisión no se pudo reunir hasta que el receso finalizara. Por lo 
tanto, hay una serie de aspectos que me gustaría trasmitir, si bien es cierto que muchas cosas ya les 
fueron repartidas. 


Voy a trasmitirles los planteamientos que hemos recibido. Tuvimos una reunión importante 
con el señor Comisionado Parlamentario a los efectos de intercambiar algunas formas de trabajo más 
ágiles. El Comisionado y quien habla convinimos que sería bueno que en lugar de que los informes 
-que tienen mucho contenido- vengan una vez por año, se pudieran enviar mensualmente, a los 
efectos de que nosotros tengamos la información más actualizada. En ese marco, el señor 
Comisionado Parlamentario me entregará -y yo lo distribuiré a todos ustedes- el informe mensual cada 
lunes anterior a la reunión de la Comisión -que, si ustedes están de acuerdo, seguiría siendo el último 
jueves de cada mes- a los efectos de contar siempre con una información actualizada. Creo que esto 
agilitaría el trámite del trabajo de la Comisión y estaríamos más coordinados con la actuación del señor 
Comisionado Parlamentario. Es decir que la Presidencia considera de recibo el planteamiento del 
Comisionado Parlamentario. 


El segundo tema que quiero plantear lo convinimos con el señor Comisionado Parlamentario 
y con algunos Legisladores. Debemos pensar en reglamentar algunas cuestiones vinculadas con la ley 
del Comisionado Parlamentario -eso no nos corresponde a nosotros, sino al Poder Ejecutivo, pero 
podemos hacer sugerencias si así lo consideramos necesario- y con algunos asuntos administrativos 
de funcionamiento, ya que la práctica nos ha indicado, tanto al señor Comisionado Parlamentario como 
a quienes estamos al frente de esta Comisión, que a veces no contamos con reglas claras para tomar 
algunas resoluciones. 


Voy a poner un ejemplo. El señor Comisionado Parlamentario envió una nota solicitando 
quince días de licencia reglamentaria, entre los días 6 de febrero y 26 de febrero. Aunque tenemos 
claro que se trata de un trabajador y que le corresponde licencia -ha hecho uso de ella este año y el 
anterior- no tenemos muy claro con quién debe coordinar este trámite, que si bien es administrativo 
podría ser de competencia de esta Comisión analizar si la situación está tranquila y darle la licencia. En 
el marco de esa situación, envié una nota a la Presidencia de la Asamblea General, diciendo que, a mi 
juicio, no era competencia de esta Comisión dar vía a trámites administrativos, pero que no 
encontrábamos impedimentos para que se tomara licencia. 


Creo que estas cosas ameritan que nos pongamos a trabajar en una situación de 
relacionamiento y potestades. Además, el señor Comisionado Parlamentario no tiene alterno. 
Entonces, nadie puede desempeñar su función, si bien hay una oficina de soporte técnico, 
administrativo, etcétera. 


Hay otro tema que quiero plantear que ya analizamos en la última reunión de la Comisión, 
que tal vez amerite un tratamiento más detallado. Se trata del tema generado a partir de un pseudo 
convenio con la Facultad de Psicología que hizo el señor Comisionado Parlamentario, sobre el que 
habíamos observado que tenía algunos vicios en cuanto a las formalidades. Tanto el señor 
Comisionado Parlamentario como yo, en una conversación muy franca que mantuvimos, queremos 
subsanar esto. Según pude asesorarme, quien puede conveniar por el Parlamento son los Presidentes 
de las Cámaras. Entonces, como esta Comisión depende de la Asamblea General es el Presidente de 
esta quien debe hacerlo por esta institución. Por lo tanto, los convenios que se realizan con la 
Universidad de la República los debe hacer el Presidente de la Asamblea General. 


En tal sentido quiero decir que hay un convenio, firmado por el señor Comisionado 
Parlamentario, con un integrante del Claustro de la Facultad de Psicología. No quiero ahondar en 
detalles porque esto está en la versión taquigráfica de la última reunión y los señores Legisladores 
tienen la documentación porque se les repartió el material; sólo quiero decir que este convenio, en 
síntesis, marca algunas cuestiones -que conversamos con el señor Comisionado Parlamentario- que 
no se ajustan a la formalidad que deberíamos cumplir. Esta situación llevó a que consideráramos la 
posibilidad de analizar, en el marco de lo que deben ser las potestades y las competencias -que están 
por fuera de la ley pero que tienen que ver con lo administrativo- cómo podemos seguir manejándonos, 
porque después se suscitan problemas complementarios. Tenemos un informe -que fue repartido por la 
Secretaría con fecha 11 de marzo- en el que el señor Comisionado explica todo lo relativo a estos cinco 
voluntarios que están trabajando en los distintos establecimientos, en el marco de un convenio que no 
existe. Sin embargo, a juicio del señor Comisionado Parlamentario, se deben reintegrar los gastos 
realizados por estos voluntarios en un marco que, formalmente, no existe. Creo que debemos 
conversar este tema. En tal sentido, le dije al señor Comisionado Parlamentario que debíamos 
reunirnos para analizar la posibilidad de llevar a cabo una reglamentación, ya que debemos contar con 
un continente más explícito para que el señor Comisionado pueda hacer un convenio. Es más, en la 
nota que nos envió -que ustedes tienen- el señor Comisionado Parlamentario plantea que 
oportunamente comunicó esta situación a la Oficina Nacional de Servicio Civil, tal cual indica la ley de 
voluntariado. Esta ley expresa que la institución deberá hacerlo. A mi juicio, y según me asesoré, la 
institución es el Parlamento y no el señor Comisionado. El Comisionado me dijo que todo esto le 
generaba dudas por lo que realizó la comunicación sólo en forma telefónica y no de manera escrita. 
Pero estas cosas hay que hacerlas como se debe, no hay que realizarlas por la mitad. Entonces, con la 
mejor buena voluntad, y teniendo en cuenta las necesidades que puede tener la oficina de señor 
Comisionado, le solicité que realizara un informe detallado de las actividades de los diez pases en 
comisión que tiene y de las carencias que tiene, para ponernos a trabajar y precisar si realmente este 
eventual convenio -que tendrá que ser transformado en convenio formal, con la firma del Presidente de 
la Asamblea General- que comenzó siendo una solicitud de estudiantes o profesionales de la Facultad 
de Derecho especializados en criminología y terminó siendo un proyecto de la Facultad de Psicología 
aplicado al sistema penitenciario, es lo que realmente corresponde. Después debemos analizar todo lo 
que tiene que ver con el reintegro de gastos o viáticos, que me parece que amerita algún estudio 
mayor de parte nuestra. Entonces este es otro tema que vamos a tener que abordar; quería plantearlo 
sucintamente , pero vamos a tener que trabajar al respecto. 


Como dije, tengo un informe -ustedes también lo tienen- del señor Comisionado 
Parlamentario en el se explica el trabajo que realizan estos voluntarios, pero como Presidenta de esta 
Comisión quisiera que todo esto se transparentara y se hiciera como se debe hacer. Es cierto que 
estamos inaugurando esta experiencia de tener un Comisionado Parlamentario que dependa de esta 
institución, y a veces en la marcha precisamos corregir rumbos o reglamentar tareas a los efectos de 
no caer en estas situaciones que después cuesta un poco definir. Sinceramente, me pongo en el 
cuerpo de esos voluntarios y no tengo la menor idea de adónde deberían remitirse a los efectos de un 
convenio que no existe aunque se hayan firmado algunos acuerdos. 


Por otro lado, en este marco, deberíamos definir -si realmente se realizan- el lapso de los 
acuerdos y precisar algunas cosas que, a mi juicio, deberían estar vinculadas con el conocimiento que 
debe tener la Dirección Nacional de Cárceles y el Ministerio del Interior cuando nuevos actores se 
introducen en los establecimientos penitenciarios. 


SEÑOR CID.- Me parece que todos los temas planteados, y que surgen de una inquietud 
absolutamente legítima de parte de la Presidencia, no deberían ser considerados por la Comisión. Creo 
que la Asamblea General, a través de su funcionamiento administrativo, debería ser la que determine 
los contratos y los plazos de las licencias. Tal vez deba hacerlo con un informe de la Presidencia de la 
Comisión que refiera a contratos de ayudantes u honorarios para el Comisionado Parlamentario, pero 
pienso que la Comisión no debería entreverarse con temas administrativos ya que tiene otros temas a 
estudio, como los relevantes que están en este informe. Por lo tanto, me parece que deberíamos 
facultar -es una propuesta, y escucho lo que los integrantes de la Comisión entiendan conveniente- a la 
Presidencia de la Comisión a trasmitir al Presidente de la Asamblea General estas problemáticas 
administrativas, y será el que determinará quién se debe hacer cargo de la ejecución de esos trámites, 
ya que considero que estos temas no deberían ser analizados en detalle aquí. Pienso que debemos 
abocarnos al análisis de los problemas carcelarios. Luego podrán surgir nombres que deberán ser 
tramitados para que el Ministerio del Interior tenga conocimiento de quiénes son los que pueden visitar 
o no las cárceles, pero creo que no podemos entrar en una gestión administrativa que, realmente, 
excede las facultades de esta Comisión y que se nos hace muy farragosa su resolución. Esto se debe 
a que no conocemos las vías administrativas correctas para hacer esos contratos. Quería hacer esta 
propuesta porque me parece que estos temas le están ocupando a la Comisión un tiempo bastante 
importante. 


SEÑORA PERCOVICH.- Me parece que -por tratarse del Comisionado Parlamentario- hay unos 
cuantos temas de reglamentación que deberían ser solucionados por la Presidencia de la Asamblea 
General, porque estamos hablando de un organismo que depende de ella. En este sentido, creo que 
sería bueno que nos acercaran un borrador relativo a una reglamentación de competencias para que 
nosotros, políticamente, consideráramos si se ajusta a las sugerencias o principios que tiene la ley que 
aprobamos. Me parece que allí hay una cantidad de cuestiones que deberían ser decididas 
administrativamente. En eso estoy de acuerdo con lo dicho por el señor Senador Cid. 


Sin embargo, entiendo que la última palabra debería darla esta Comisión. Digo esto porque 
hay algunos temas de definición -para saber si realmente nos estamos ajustando al espíritu de la ley- 
que quizás tengan que ser aprobados por la Comisión. Además, me parece bien que la Presidencia de 
la Comisión tenga un diálogo permanente con el Comisionado para este tipo de elementos. La señora 
Presidenta, por ejemplo, nos habló acerca de que el Comisionado realizara un informe mensual, y me 
parece que eso nos sirve a todos. Creo que sería muy útil contar con dicho informe antes de las 
sesiones de la Comisión para tener tiempo suficiente de informarnos acerca de los temas que surjan, a 
fin de discutirlos. 


Asimismo, creo que hay algunos aspectos administrativos un poco farragosos que la señora 
Presidenta de la Comisión debería conversar con el señor Presidente de la Asamblea General a fin de 
analizar qué forma hay que darle a todos estos temas. 


SEÑOR SCAVARELLI.- Me sumo al criterio que se ha mencionado. Yo visualizo algunas etapas claras 
que resultan del análisis que hicimos cuando se elaboró la ley, en la que tanto trabajamos. 


Hay una etapa previa, que es la etapa de propuesta como tal. En este caso parece que 
cualquier propuesta que tenga una iniciativa por fuera de esta Comisión debería ser asesorada 
previamente por la Comisión, antes de que el Presidente de la Asamblea General disponga como tal. 
Está bien que el primer paso de ingreso de cualquier propuesta del Comisionado Parlamentario sea 
esta Comisión, que analizará si la propuesta muere en esta Comisión, que así lo dispone, o si 
necesariamente debe ser elevada al Presidente de la Asamblea General. Al respecto, adelanto mi 


posición: la propuesta debe ser elevada, aun con una opinión negativa de la Comisión, y al Presidente 
de la Asamblea General siempre le debe llegar esa propuesta con un informe de esta Comisión para 
que luego venga la etapa de ejecución como tal. Es decir: la ejecución documental, la contratación 
válida, los acuerdos válidos. No sería válido que se contratara por la Comisión desde ya, pero tampoco 
sería positivo que las resoluciones fueran adoptadas por la Presidencia de la Asamblea General sin 
conocer previamente el carácter de esta Comisión que, a mi juicio, en algunos aspectos, es vinculante. 


Además, habría que analizar la naturaleza específica que tiene el Comisionado. Como se 
recordará, cuando esta ley se aprobó la discusión acerca de la naturaleza del órgano Comisionado 
Parlamentario fue muy intensa y tuvo que ver con la capacidad de ser ordenador o no. Hay un órgano a 
medio camino entre lo que puede ser un órgano como el Tribunal de Cuentas, independiente con 
respecto al Parlamento. También se habló de dotarlo de una enorme independencia que lo dejara por 
fuera de toda la presión del sistema político, y que lo político parlamentario sirviera como protección, no 
como factor de incidencia. Entonces, considero que la aparición de esta Comisión es un factor 
regulador muy importante como apoyo al sistema, que viene a sustituir a aquella Comisión Especial de 
Derechos Humanos que tenía toda la problemática carcelaria a su cargo. 


También quiero aprovechar la oportunidad para decir que es importante la integración de los 
operadores -ya habíamos hablado al respecto- a la Comisión, cuando esta lo entienda necesario, para 
que hagan informes directos, con una ritualidad prefijada, como ya tuvo en aquel tiempo. 


Desde el punto de vista procedimental, entonces, hay una capacidad de propuesta que 
queda en el Comisionado o en la propia Comisión, que la capacidad de resolución final la tiene la 
Asamblea General y su ejecutor deberá ser su Presidente, y que la opinión de esta Comisión debería 
tener carácter vinculante en el sentido de no obligar pero sí preceptivamente expresar las razones si se 
apartara de lo propuesto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Estamos de acuerdo con la síntesis que ha hecho el señor Diputado 
Scavarelli, y vamos a analizar los ajustes que corresponde hacer. 


SEÑORA PERCOVICH.- Quiero reafirmar algunos conceptos que señaló el Diputado Scavarelli. 


En cuanto a lo que comentó acerca de hacer determinadas aclaraciones, quiero decir que un 
convenio realizado por parte de un organismo como el Comisionado Parlamentario debería ser suscrito 
por el Parlamento. Sería bueno que esta Comisión tomara conocimiento acerca de qué tipo de 
convenio se trataría, de sus características, etcétera, pero institucionalmente debería hacerse con el 
Parlamento, no con alguien de carácter menor como es el Comisionado Parlamentario -más allá de su 
gran importancia- que es dependiente del Parlamento. 


Tenemos que aclarar aspectos como este porque la ley es muy general y no establece estas 
cuestiones. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En el marco de lo que se ha planteado, yo señalé esa inquietud porque, 
coincidiendo con los asesoramientos que he solicitado, quienes pueden hacer un convenio son el 
Presidente de la Asamblea General, el Presidente del Senado, o el Presidente de la Cámara de 
Diputados. 


Además, por los convenios marcos que ya hemos hecho con la Universidad, debo señalar 
una coincidencia que noté. Este convenio fue suscrito por el Comisionado Parlamentario y un 
integrante del Claustro de la Facultad de Psicología, que luego aparece en el listado de los voluntarios. 
Entonces, es la primera vez que tenemos que manejar este tipo de cosas; conviene que las hagamos 
con alguna otra información. 


Por estos motivos, solicité un informe al Comisionado Parlamentario acerca de la situación 
de esos voluntarios que están yendo a las cárceles. También pedí un listado de las tareas que realiza, 
de los pases en comisión, a los efectos de saber cómo se va manejando esa oficina que, como bien se 
ha dicho, cada día abarca más tareas. 


Cuando se discutió el punto no había voluntad para no avalar la existencia de voluntarios en 
el marco de una realidad que todos pudiéramos conocer, y hacerlo por las vías que corresponde. El 
señor Comisionado Parlamentario ha enviado una parte del informe, podríamos esperar que envíe la 


otra, que tiene que ver con sus funcionarios, y luego discutiremos en esta Comisión si vale la pena 
hacer un convenio y que sea el Presidente de la Asamblea General, con la recomendación de esta 
Comisión -como dice el Diputado Scavarelli- quien lo firme, es decir, entre la Asamblea General y la 
Universidad de la República. 


SEÑOR SCAVARELL!.- El ingreso de personas a la cárcel implica una serie de riesgos directos, desde 
personales hasta sanitarios, de enorme magnitud, y cuando se trata de funcionarios públicos en el 
ejercicio de su función hay una cobertura para esa persona y una cobertura institucional. Al tratarse de 
tareas de voluntariado me parece que tendría que pensarse un asesoramiento muy directo sobre la 
cobertura de las personas que ingresan al sistema, porque los riesgos -desde el motín, el atentado, 
hasta el riesgo físico de distinta naturaleza- están latentes y todos sabemos que existen, 
fundamentalmente, en la situación actual. Por lo tanto, que el Parlamento autorice la concurrencia de 
personas no funcionarias públicas a un establecimiento de detención requiere que haya un convenio 
claro que limite y establezca los alcances de protección a la persona que va autorizada en el marco de 
ese convenio, con lo cual no podría ser un convenio abierto con personas cambiables o 
intercambiables. Además, la nómina de esas personas debería tener un estatuto de protección básica, 
más allá del viático, y que puede ser mucho más complejo para la propia Administración. Esto es algo 
que los servicios del Parlamento podrían asesorarnos para establecer algunas bases que 
complementen el convenio, en el marco de protección de responsabilidades que van más allá de una 
actividad de voluntariado corriente. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Me alegra que el Diputado Scavarelli haya planteado este tema porque debo 
confesar que durante todo el verano varias veces me pregunté que habría sucedido si a alguno de 
estos jóvenes le hubiera ocurrido algo en cualquiera de los establecimientos carcelarios en los que han 
entrado. ¿De quién hubiera sido la responsabilidad? Esto me llevó a poner a consideración de la 
Comisión este planteamiento, ya que se trata de cuestiones que son algo más que administrativas. 


Seguiremos buscando la forma de armar esta nueva experiencia. 


Antes de pasar al tema siguiente, quiero informar que la señora Ministra del Interior me 
solicitó comparecer ante esta Comisión. Pongo a consideración la posibilidad de recibirla el primer 
jueves de abril, de manera que el último jueves del mes realicemos los trabajos regulares de la 
Comisión y, eventualmente, recibir al señor Comisionado Parlamentario en el marco del análisis más 
profundo de su informe. 


Se va a votar. 
(Se vota) 
-Ocho en ocho: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


- Antes de considerar el informe, quiero referirme a la nota enviada por el Comisionado 
Parlamentario -fechada el 7 de marzo- vinculada a los hechos del 19 de enero de 2008 en la Jefatura 
de Policía de Rivera, sucesos que fueron denunciados el 5 de marzo -si no recuerdo mal- por el señor 
Diputado Guido Machado en la Comisión de Derechos Humanos. 


El señor Comisionado mantuvo una conversación con quien habla, situación que consta en la 
versión taquigráfica de la Comisión de Derechos Humanos; está colgada en la página Web. En la nota 
del 7 de marzo menciona que de acuerdo con lo conversado, y después de la denuncia realizada, ha 
decidido concurrir "la semana próxima" al departamento del Rivera a investigar. 


Como siempre lo hacemos, mantuve un intercambio fraterno con el señor Comisionado sobre 
este tema, y le planteé que de acuerdo con mi opinión -y leyendo y releyendo la ley de creación del 
Comisionado Parlamentario- este asunto no estaba en el ámbito de sus competencias. Esto se lo hice 
ver leyéndole el artículo 1” de dicha ley, que dice: "[...] referidos a la situación de las personas privadas 
de libertad en virtud de proceso judicial". Este caso es una denuncia en el ámbito judicial, que no tiene 
proceso judicial porque no intervino la Justicia. Y sigue: "Igualmente le competerá la supervisión de la 
actividad de los organismos encargados [...]". 


No hay ningún artículo de la ley -de acuerdo con los asesoramientos que he recibido y con lo 
que he podido interpretar de ésta- que me haga visualizar que una denuncia de esta naturaleza 


corresponde que sea investigada por el Comisionado Parlamentario. 


El señor Comisionado, en ese intercambio, me dice que a él le compete analizar y velar por 
los derechos humanos en todos los lugares de detención. El asunto es que esa persona estuvo 
detenida el 19 de enero, y ahora estamos en el mes de marzo. 


Parecería que esto tendría que ver con alguna otra interpretación de la ley, que a mi juicio es 
claro. 


Como esta nota fue recibida en la Comisión y a los señores Legisladores se les hizo llegar 
una copia, pongo este asunto a consideración porque me parece que esto sí tiene que ver con la ley de 
creación del Comisionado Parlamentario -no con temas administrativos- y con temas de gestión y de 
competencia. Si bien yo le transmití al señor Comisionado cuál era mi visión, él estaría viajando el día 
de mañana al departamento de Rivera. 


SEÑORA PERCOVICH.- No sé bien cuál es la denuncia del señor Diputado Machado. ¿La denuncia 
habla de malos tratos en la Seccional de Rivera? 


SEÑOR BERNIN!I.- Así es. 


SEÑORA PERCOVICH.- Como Legisladora que a veces recibe denuncias por malos tratos en algunas 
Seccionales, siempre llamo a la señora Ministra o a sus asesores para que investiguen y se atiendan a 
los familiares del denunciante, que generalmente son quienes nos vienen a hacer las denuncias. 


Yo llamo al Comisionado Parlamentario cuando los sucesos ocurren dentro de las cárceles 
-por ejemplo, denuncias por malos tratos- que las conoce muy bien y sabe cómo manejar esos temas. 
Cuando el hecho ocurre en una Seccional -estoy mirando al señor Senador Moreira, que ha tenido 
responsabilidades en el Ministerio del Interior- yo no llamaría al Comisionado. ¿Qué puede hacer un 
Jefe de Policía, que está sometido a la autoridad del Ministerio, frente a una persona que no tiene 
autoridad sobre él? No puede informarnos a nosotros -que es a quien debe informar- en el caso de 
maltrato o irregularidades en las cárceles. 


No creo que cuando analizamos la ley -en la Legislatura anterior- estuviéramos pensando en 
las responsabilidades a nivel del Ministerio del Interior que, muy claramente, debe ser la señora 
Ministra quien las exprese en este ámbito cuando desde alguna Comisión se solicita su presencia. 


SEÑOR BERNINI.- Reforzando el planteo de la señora Senadora, quiero decir que cuando me enteré 
de este tema traté de averiguar. 


Desde mi punto de vista, creo que sistemáticamente hemos tenido confusión -no por mala fe 
sino al contrario; quiero aclararlo- respecto al rol del Comisionado Parlamentario. No es la primera vez 
que en esta Comisión hemos conversado e intercambiado opiniones; es más, hace minutos, en esta 
misma sesión, se habló de la necesidad de reglamentar, de acuerdo con el marco que otorga la ley, las 
funciones específicas del Comisionado Parlamentario. 


Como decía la señora Senadora Percovich, yo también recurrí a la ley y, de acuerdo con su 
marco -tanto en la letra como en el espíritu- el Comisionado Parlamentario tiene determinado rol para 
actuar en nombre del Parlamento, que lo define el artículo 1”; allí se hace referencia, específicamente, 
a la situación de detenidos con proceso judicial. Es más, en los detalles, las autoridades policiales -que 
ante su requerimiento deben permitirle ingresar al local y facilitar toda la información- están limitadas al 
personal de la Dirección Nacional de Cárceles, Penitenciarias y Centros de Recuperación o, en su 
defecto, a los responsables de las cárceles del interior. Es más, desde el momento en que asumió 
como Ministro del Interior el doctor José Díaz, las Seccionales no podían tener detenidos procesados. 
Por lo tanto, esta situación no estaría dentro del ámbito natural de funcionamiento y de potestades, que 
sí tiene el Comisionado Parlamentario en el marco del sistema carcelario general. 


Acabo de leer nuevamente la nota y observo que hay una denuncia penal que se ubica el 5 
de marzo, y estos hechos ocurrieron el 19 de enero. Por lo tanto -como deber ser- el Poder Judicial, 
Poder independiente, está en pleno procedimiento de investigación y debe haber un sumario, un 
expediente que se está procesando. Yo llamé al Ministerio del Interior y me informaron que a través de 


la Fiscalía de ese Ministerio se está investigando y que hay un presumario a partir de la denuncia 
específica. 


Por lo tanto, los ámbitos naturales de investigación, ya sea el Poder Judicial, que es 
independiente, -que está actuando ante la posibilidad de que se configure un delito en una 
dependencia del Estado- como el propio Ministerio del Interior, que tiene su Fiscalía -ámbito de 
investigación administrativa- están procesando y analizando esta denuncia. 


Esta es una Comisión Especial creada a través de la Asamblea General y es el ámbito 
natural donde el Comisionado Parlamentario debe rendir cuentas; él depende de nosotros para firmar 
un convenio y también para ser específico en la función que debe cumplir. Insisto en que no estoy 
planteando que puede haber mala fe -todo lo contrario; hay muy buena fe de parte del Comisionado 
Parlamentario- sino que el problema es el marco en que la ley lo habilita a actuar. Si la ley no lo habilita 
a actuar, podríamos incurrir en un problema. Respecto al tema, ¿dónde está el límite del Poder 
Ejecutivo, del Parlamento y del Ministerio Interior, donde particularmente debe existir claridad respecto 
a quién manda y quién es el mandado -hablando en términos criollos- por todo lo que implica la 
disciplina, la autoridad, la cadena de mando y a quién le deben rendir cuentas? 


Este tipo de situaciones pueden llegar a violentar aspectos que hacen a la sanidad y 
equilibrio del sistema. 


Insisto: hay una denuncia a nivel del Poder Judicial independiente -que está investigando- y 
un procedimiento dentro de la Fiscalía del Ministerio del Interior; se estableció un presumario y están 
en plena investigación. 


En todo caso, si este hecho tuviera una magnitud que implique que el Parlamento deba 
actuar, no creo que sea, precisamente, a través del Comisionado Parlamentario. Puede haber 
responsabilidades políticas, pero en ese caso la Constitución de la República indica cuáles son los 
mecanismos que tiene el Parlamento para llamar a responsabilidades a quien corresponda en el Poder 
Ejecutivo. Y eso no se da, precisamente, a través del Comisionado Parlamentario. 


Esta es una reflexión que hago en un primer posicionamiento. Ni siquiera lo hablamos 
previamente con los compañeros y compañeras de mi Bancada, pero me da la sensación de que esta 
sería la reflexión ajustada. Cabe alertar que si se nos va de las manos y se asumen roles que no 
corresponden, podemos incurrir en un camino que no ayuda al Ministerio del Interior, al Parlamento, al 
Comisionado ni al esclarecimiento de situaciones que, si llegan a ser reales, serían extremadamente 
delicadas y detestables, pero para las cuales existen mecanismos previstos. 


SEÑOR MOREIRA.- Confieso que hace tiempo que no releía la ley, pero luego de una lectura rápida 
del artículo 1? no queda duda que lo que la ley refiere a situaciones de otra naturaleza. Aquí no hay 
proceso judicial, ni establecimiento de reclusión. De modo que, a mi juicio, no es la voluntad o el 
espíritu que se tenía cuando se creó la figura del Comisionado Parlamentario. 


Por otra parte, dentro de poco vamos a tener en vigor la ley de procedimiento policial que 
prevé este tipo de cosas que son muy corrientes, de todos los días. Si el Comisionado tuviera que 
acudir cada vez que se provoque alguna situación de este tipo -siempre han sucedido casos de malos 
tratos en las Comisarías- creo que su tarea iría mucho más allá de lo que pensaron los Legisladores 
que crearon esa figura, que es un garante de los privados de libertad por decisión judicial, lo cual 
conlleva una prolongación en el tiempo; no se trata de una detención como ésta que creo que no pasó 
de veinte horas. Me parece que sería asignarle al Comisionado potestades que la ley no le asignó y 
una tarea que no estaría en condiciones de cumplir. Me temo que si esto prospera, van a llover las 
demandas para que el Comisionado vaya a las Comisarías de Rivera, Tacuarembó, Colonia o Paso de 
los Toros. 


Reitero que es muy buena su voluntad de colaborar en ese sentido porque creo que lo anima 
el espíritu de que se esclarezcan los hechos, pero me parece que hay otros procedimientos para que 
así sea y hay responsabilidades que desde aquí podemos activar. La propia Policía con su mecanismo 
de autodepuración -porque tiene una Fiscalía Letrada- puede hacerlo y me imagino que no está en el 
ánimo de ningún jerarca que estas cosas sucedan. 


Creo que esto significaría un apartamiento de la letra de la ley y una sobrecarga de funciones 
para el Comisionado, sobre todo, considerando que ahora existe la posibilidad de realizar detenciones 
entre quienes no exhiban documentación, que es algo corriente. Estoy de acuerdo con lo que se dijo y 
que este caso no se encuentra dentro de los cometidos del Comisionado. 


SEÑOR SCAVARELLI.- No puedo apartarme del hecho de haber sido Miembro Informante de esta ley; 
por lo tanto, recuerdo el proceso de esta ley. 


Primero que nada, me parece muy importante tener presente el artículo 20 de la ley en cuya 
aprobación fuimos muy cuidadosos. Allí se establece que: "El Comisionado Parlamentario no estará 
sujeto a mandato imperativo, ni recibirá instrucciones de ninguna autoridad debiendo desempeñar sus 
funciones con plena autonomía, de acuerdo a su criterio y bajo su responsabilidad". Este es un límite 
muy fuerte que a texto expreso se estableció, inclusive, para el propio Parlamento. Es decir que él, bajo 
su absoluta responsabilidad, tiene la posibilidad de actuar sin recibir instrucción de ninguna entidad, ni 
siquiera, de esta Comisión, salvo que se modifique la ley. Lo digo porque podemos incurrir, 
innecesariamente y sin desearlo, en una situación que está especialmente prevista en este formidable 
trabajo del querido Díaz Maynard. Siento la obligación de dejarlo claramente establecido. 


El segundo tema es que, tal como se dijo, el artículo 1” estableció un cometido que está 
directamente vinculado a la población carcelaria, salvo el literal 1) del artículo 1* que, por definición, 
establece una situación precarcelaria: la posibilidad de interponer recursos de "habeas corpus" o 
amparo, que es cuando la persona está detenida por la autoridad policial y no ha habido 
procesamiento; por lo tanto, se trata de personas que no han ingresado al sistema carcelario, al 
sistema de procesamiento como inclusión dentro de una causa penal. Por lo tanto, el tema de la 
actuación es de muy difícil hilado. Lo que sí tengo claro es que la necesidad que se trató de cubrir con 
esta institución es que cualquier persona sometida a la autoridad pública con privación de libertad no 
quedara por fuera del control parlamentario a través de la actuación del Comisionado, de acuerdo con 
el artículo 20 y bajo su más estricta responsabilidad. No dejaría como jurisprudencia el establecimiento 
de un límite tan cerrado porque no creo que sea conveniente para la propia Administración. Porque una 
de las ideas es que la Administración ejecutiva también cuente con este tipo de información para ir 
regulando, modificando y previendo. De eso se trata. 


En este caso particular, el tema puede tener varias interpretaciones. Lo que necesitaba dejar 
en claro eran estos dos extremos: lo que establece el artículo 20 en cuanto a no dar instrucciones 
imperativas al Comisionado -más allá de que alguien pueda pedirle que actúe en alguna situación- y 
que él tiene capacidad jurídica para determinar en cuáles situaciones de personas privadas de libertad 
interviene; luego esta Comisión podrá entender que eso correspondía o no. 


Personalmente, no veo ningún perjuicio para la Administración y mucho menos para los 
administrados y tenemos la tranquilidad de que está previsto a texto expreso la situación del "habeas 
corpus" y el amparo; por definición, el "habeas corpus" es el tiempo de detención más allá de la 
intervención de la autoridad judicial o cuando interviene la autoridad judicial y mantiene detenido por 
más plazo que el necesario. 


SEÑOR CHÁ..- Sin desmedro del artículo 20 que consagra la posibilidad de que el Comisionado pueda 
actuar con la máxima autonomía, según la voluntad del Legislador, en el artículo 1” se establece con 
bastante precisión el alcance de sus competencias. Supongo que si la voluntad hubiera sido que 
actuara en casos de excesos policiales que se puedan perpetrar con privación de libertad en una 
Seccional del Ministerio del Interior, hubiera sido previsto a texto expreso. No se trata de una 
circunstancia ajena al conocimiento del Legislador y tampoco a lo que pudiera preverse como un caso 
en el que tuviera que participar. Si la voluntad y el objetivo fuera que el Comisionado actuara, se habría 
consagrado. Entiendo que podemos hacer una interpretación laxa y flexible para considerar que este 
caso está enmarcado en las competencias del Comisionado, pero sería muy abarcativa y no entra en lo 
que indica el sentido común. 


Más allá de eso podemos decir que hay dos cosas que están sustanciadas en el uso y las 
costumbres. Lo que tenemos previsto en este Parlamento es que frente a este tipo de sucesos actúe el 
Ministerio del Interior como lo ha hecho, realizando una investigación y un presumario para ver cuál es 
el alcance de la posible violación de derechos. Por otro lado, el afectado tuvo la posibilidad de 
reaccionar frente a la justicia penal. Hay una denuncia presentada para que se establezca cuál es la 
gravedad de los hechos y si caben responsabilidades penales en la materia. Sin duda, podrá 
preocuparse, pero, más allá de su buena voluntad de actuar en este campo, me parece que está más 
allá de las fronteras de sus cometidos específicos. Entiendo que no habría estricta necesidad de su 


actuación en esta materia, más allá de la autonomía que puede tener para el ejercicio de sus 
potestades y el cumplimiento de sus cometidos. 


En este caso, si estamos preocupados por el tema, convendría citar a las autoridades del 
Ministerio para preguntar por la investigación y sus resultados y cómo se ha instruido el presumario 
correspondiente. Esa es la investigación administrativa que corresponde; no creo que en este caso 
quepa la posibilidad de que el Comisionado se pusiera a investigar qué sucedió. 


Esa es mi opinión al respecto. 


SEÑOR MOREIRA.- Estaba leyendo el inciso A) del artículo 2? de la Ley N* 17.684, y dice: "Promover 
el respeto de los derechos humanos de todas las personas sometidas a un procedimiento judicial del 
que se derive su privación de libertad". 


Yo no tengo presente lo que sucedió exactamente en Rivera, pero es un tema delicado. 
Seguramente habría algún procedimiento judicial; no sé como fue el incidente en sí mismo, pero 
supongo que cuando privaron a esta persona de su libertad habrán dado cuenta a la Justicia. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Acá tenemos la nota presentada por el señor Legislador Guido Machado en 
la Comisión de Derechos Humanos de la Cámara de Representantes que, a su vez, está detallada en 
la nota que nos envía el señor Comisionado Parlamentario donde dice "Hechos". 


En la denuncia se plantea que fue un hecho acaecido el 19 de enero. Una persona cuyo 
nombre no importa -creo que el señor Legislador Guido Machado hizo bien en no decir hasta el final 
que era un pariente suyo, porque todos los uruguayos tenemos los mismos derechos- tuvo un 
problema en un lugar bailable, reconoce que había bebido de más y que fue a hacer una denuncia 
policial porque lo habían echado de ese lugar. Se enojó porque le pedían los documentos y no los 
tenía, dándose una situación que ameritó que lo detuvieran. Luego, hace una narración de situaciones 
que, si fueran ciertas, serían violatorias de los derechos humanos. La denuncia en sede judicial recién 
se hace el 5 de marzo, y se explica el porqué de la demora: tenía temor de que la familia se enterara, 
etcétera. 


Si quieren, puedo repartir la nota presentada por el señor Legislador Guido Machado y, 
además, tenemos la versión taquigráfica de la Comisión de Derechos Humanos a la que concurrió. 


Reconozco en el doctor Scavarelli a un especialista en esta materia, y quiero preguntarle si le 
parece que el "habeas corpus" corresponde en esta circunstancia, es decir, después de sucedidos los 
hechos, o si debe interponerse cuando la violación de los derechos humanos está sucediendo. 


SEÑOR BERNINI.- Yo había pedido la palabra para decir lo que acaba de decir la señora Presidenta. 


Repasé el artículo 20 de la Ley N* 17.684 en el marco que nos acaba de dar el doctor 
Scavarelli. De hecho, cuando se habla de "habeas corpus" o de la posibilidad de acudir al amparo, es 
en el entendido de que se puede estar provocando en el momento una detención fuera de las normas. 
Ahora estamos atendiendo una realidad que pasó el 19 de enero. Yo hablaba de que me preocupaban 
los roles y la posibilidad de invadir áreas que el Estado sabiamente ha dividido adecuadamente. Hay 
en proceso una investigación por parte del Poder Judicial, que es el Poder del Estado que tiene que 
resolver ese tipo de situaciones, ante una denuncia concreta de violación y de delitos que se pudieron 
haber cometido. Por otro lado, el Ministerio del Interior, a través de la Fiscalía Letrada, está analizando 
desde el punto de vista administrativo si existió un procedimiento en los términos en que fueron 
denunciados. Si le agregamos que, desde el punto de vista de las definiciones de la ley, no se está 
constatando en el momento una situación en que pudiera invocarse el "habeas corpus" o el recurso de 
amparo, y tampoco se trata de una persona procesada ni que se encuentre en un establecimiento 
carcelario, desde mi punto de vista, no se justificaría una acción de esta naturaleza. Coincido con el 
señor Legislador Moreira en cuanto a que este tipo de situaciones existieron, pueden existir en el 
presente y quizás, lamentablemente, existan en el futuro. 


En definitiva, el hecho que pudiera tener esa función implicaría un nivel de flexibilización más 
allá de la letra y el espíritu de la ley que estamos analizando. En todo caso, insisto en que la propia 
Constitución de la República y las leyes sabiamente, ante situaciones de ese tipo, establecen 
mecanismos concretos: la actuación del Poder Judicial, la vía administrativa y, en caso de que el 


Parlamento considere que hay responsabilidades políticas que no se han atendido adecuadamente, 
están los llamados a Comisión, las interpelaciones, etcétera. 


SEÑOR SCAVARELL!.- Quiero hacer una aclaración, porque seguramente no fui del todo preciso. 


En mi intervención quise separar dos temas totalmente distintos. Uno es el hecho puntual de 
la comunicación que se está tratando, y otro el de dejar claro un principio general, que tiene que ver 
con el cometido de la Comisión. 


Cuando yo cito el artículo 20, no lo hago en relación con este incidente concreto sino que, en 
virtud de que mi paso por la Comisión es transitorio, dejo dicho que, en mi opinión, cuando la Comisión 
vaya a trabajar sobre instrucciones precisas, reglamentos, reglamentaciones, consulta previa y todo lo 
demás, tenga en cuenta la autonomía absoluta que el Legislador quiso dar en dicho artículo. Quería 
dejar establecido ese punto, que no guarda relación en absoluto con la denuncia concreta. 


El segundo tema -que tampoco guarda necesariamente relación con este tema- es romper el 
criterio absoluto y excluyente de que el Comisionado Parlamentario sólo puede actuar con personas 
que estén privadas de libertad en el marco de un proceso que dispuso el procesamiento con privación 
de libertad, por cuanto el principio general es que, habiendo una persona privada de libertad bajo la 
autoridad del Estado, allí el Comisionado tiene la capacidad de llegar a presentar un recurso de 
"habeas corpus" que, por definición, refiere a alguien que no está procesado. Por lo tanto, el segundo 
principio que quiero dejar claro por fuera de esta situación concreta, es el de que no siempre se trata 
exclusivamente de un tema vinculado a presos con privación de libertad dispuesta por orden judicial, 
en el marco de un procesamiento con prisión, para ser claro, o de una sentencia de condena que 
dispone la prisión como cumplimiento de la pena. Quiero decir con esto que, en situaciones concretas, 
bajo su responsabilidad, el Comisionado Parlamentario podrá llegar a decidir que le conviene a la 
Administración intervenir, y podrá intervenir en situaciones como esta o en otras, según su criterio, en 
un tema que queda bajo su responsabilidad. 


El tercer tema que quiero dejar claro tiene que ver con el inciso final del artículo 10, y para 
nosotros es un principio sagrado: las causas que están sometidas a la decisión judicial son 
absolutamente ajenas a ningún otro Poder del Estado, inclusive al Parlamento y, desde ya, al 
Comisionado Parlamentario. Este inciso, que fue de harto trabajo, dice: "Cuando la cuestión planteada 
sea la misma que se encuentre sometida a decisión Judicial o de lo Contencioso Administrativo, deberá 
interrumpir su actuación en el caso concreto [...]". Queda claro que la iniciación de una denuncia penal 
elimina cualquier posibilidad de que el Comisionado Parlamentario, la Comisión de Derechos 
Humanos, un Legislador, la Asamblea General, todos los Legisladores juntos parados en la puerta del 
Juzgado, puedan hacer absolutamente nada. 


Sin embargo, por fuera de la actuación concreta se deja abierta una posibilidad: "[...] no 
impedirá que la investigación prosiga a los efectos de resolver los problemas generales involucrados 
en el procedimiento". Esto no tiene que ver necesariamente con el caso concreto sino con la 
articulación. Esto es: en general, cuando el Comisionado Parlamentario toma noticia de un hecho y 
ese hecho ya está denunciado penalmente, su obligación es abstenerse. ¿Cuándo puede avanzar más 
allá a pesar de que hay una denuncia penal? Cuando detecte o quiera demostrar que el curso de 
acción de los procedimientos que se están llevando a cabo pueden ser mejorados -no en ese caso 
concreto, en que él ya no puede intervenir más- para poder asesorar al Parlamento, el Parlamento 
asesorar al Poder Ejecutivo, modificar marcos normativos, etcétera. 


Esto lo quiero decir sin ninguna relación a la denuncia concreta. Desde mi perspectiva, 
producida la denuncia penal en el caso de que se trata, a mi juicio queda excluida la actuación del 
Comisionado Parlamentario porque hay una denuncia penal. Salvo que el Comisionado Parlamentario, 
con información de la que yo no dispongo, entienda que en función de lo que dice el inciso final del 
artículo 10, él puede, sabiendo esto, promover algún tipo de modificación de procedimiento que sea 
garantista. Eso no lo sé, no me surge de la nota ni estoy en condiciones de poder decirlo. Pero los tres 
extremos que mencioné antes son de carácter general, por eso dije hoy que era un "chapeau", que era 
un sombrero que yo quería darle a toda la cuestión, que tiene que ver con esos puntos que acabo de 
citar. 


(Diálogos) 


SEÑORA PRESIDENTA.- ¿Qué hacemos, habiéndonos puesto de acuerdo y sabiendo que el señor 
Comisionado Parlamentario mañana va a viajar a Rivera? 


SEÑORA PERCOVICH.- Creo que toda esta reflexión que hacemos nosotros sobre el contenido de la 
ley -que como señalaba el señor Diputado Scavarelli es muy esclarecedora- habría que hacerla con él. 
Me parece que así como nosotros estamos reviendo qué contenidos tiene, qué disposiciones, cuáles 
son nuestros roles como integrantes de esta Comisión, debemos trasladarle la preocupación de que no 
realice una acción que puede estar fuera de sus competencias y que, en definitiva, sentaría un 
precedente que no sé si es bueno para el futuro o para el funcionamiento de un Ministerio. Nosotros 
tenemos la obligación de controlar y de llamar a la Ministra cuando vemos que no se está actuando 
bien, cuando tenemos sospechas o denuncias, y podemos contar siempre con él cuando recibimos 
denuncias en los temas del ámbito carcelario. Me gustaría que así como hemos precisado otras partes 
más administrativas -como decía el Senador Cid- como lo que refiere a quién hace un convenio, a 
quién le corresponde, le traslademos la preocupación, por ejemplo, acerca de algo que decía el señor 
Legislador Scavarelli: qué pasa si le ocurre algo a un voluntario dentro de una cárcel si ni siquiera se le 
pasó al Ministerio o a la Dirección Nacional de Cárceles la cédula de identidad del voluntario que va. 
¿Cómo hace el funcionario que está en la entrada de la cárcel para controlar quién entra y quién no, en 
nombre del Comisionado Parlamentario? Me parece que esas cosas habría que trasladarle, lo que le 
corresponde y lo que a nuestro entender podría complicar su actuación. 


SEÑOR MOREIRA.- No sabía que viajaba a Rivera. Lo que de ninguna manera debemos hacer es 
crear un contradictorio en función de la interpretación de la ley, porque me parece que él está animado 
del mejor de los espíritus. Además, el artículo 20 dice que el Comisionado no estará sujeto a mandato 
imperativo ni recibirá instrucciones de ninguna autoridad, debiendo desempeñar sus funciones con 
plena autonomía, de acuerdo a su criterio y bajo su responsabilidad. No somos nosotros los que 
tenemos que decirle lo que tiene que hacer, nosotros controlamos, pero no le vamos a decir que pare, 
venga, vaya más rápido, más despacio o vaya el martes o el lunes. 


Creo que sería una buena cosa para mantener la necesaria armonía que debe haber entre 
esta Comisión y el Comisionado, que la Presidenta se pusiera en contacto y conversara sobre el tema. 
Total, esto tampoco tiene tanta urgencia; si pasó todo este tiempo desde el 19 de enero, puede pasar 
una semana más. Capaz que se presenta en la cárcel y después, ante un hecho consumado, puede 
actuar. Facultades tiene, no debe consultarnos a nosotros. Sería absurdo que nos estuviera 
consultando sobre estas cosas; está bajo su responsabilidad y nosotros acá tenemos un cometido, no 
de contralor pero sí de vigilancia, de seguimiento. Para eso estamos. Entonces, para evitar cualquier 
tipo de roce que pudiera darse, sería bueno que la Presidenta charlara con él, cambiara ideas -una 
cosa de sentido común, extra norma- porque me parece que él está animado del mejor propósito. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Entonces, estaríamos encomendando a la Presidencia que haga una 
comunicación con el Comisionado Parlamentario, informándole de lo que fue la opinión general al 
respecto, y el señor Comisionado verá de actuar en consecuencia. 


En una conversación que mantuve con él me surgió una preocupación -no una duda, porque 
los elementos que se fueron sumando acá son claros- y es la de que podamos caer en la necesidad de 
tener veinte comisionados parlamentarios para que atiendan eventualmente situaciones de esta 
naturaleza. Yo creo que el espíritu del Legislador -si estuviera el señor Diputado Orrico me diría que las 
leyes no tienen espíritu, pero como no se encuentra presente, lo digo- fue justamente el de trabajar en 
función de una institución que se dirigiera básicamente a lo que la ley está diciendo, o sea, a la defensa 
de los derechos humanos de quienes están privados de la libertad luego de un procedimiento judicial. 


Este debate lo hemos tenido inclusive a nivel académico en este país, en función de la 
obligación que tenemos de instalar el mecanismo nacional contra la tortura. En ese marco tuvimos 
algunas instancias y ámbitos de reflexión en los que aparecen estos temas, y fue coincidente la opinión 
acerca de que la persona del Comisionado Parlamentario para el sistema carcelario no fuera el 
mecanismo exclusivo, porque hay otra población que puede estar detenida sin estar en las mismas 
circunstancias que la población a la que debe atender el señor Comisionado Parlamentario. Inclusive, 
estuvimos reflexionando, con técnicos que vinieron desde el exterior a darnos una mano, acerca de 
que a nivel mundial existe hoy en día alguna población que está detenida en ámbitos que antes no se 
analizaban como lugares de detención, por ejemplo: los aeropuertos, los lugares de internación de 
enfermos psiquiátricos, algunos otros ámbitos transitorios, e inclusive los Ministerios del Interior y de 
Defensa Nacional, porque ustedes saben que hay gente que, por sanciones disciplinarias, se 
encuentra en los propios establecimientos militares y no dentro del sistema carcelario propiamente 
dicho. Hay todo un debate que concluye, creo, en lo mismo en que estamos concluyendo nosotros. 


SEÑOR SCAVARELLI.- Primero que nada, cuando se puso a texto expreso el tema del "habeas 
corpus" -vuelvo a insistir en este tema- se hizo bajo la preocupación de que cualquier habitante del país 
quedara privado de libertad por orden de la autoridad. Si esa autoridad era judicial o policial, 
justamente el temor era que podían darse situaciones en algún espacio, cualquiera fuere, en que el 
individuo estuviera privado de libertad y no tuviera quién velara por su derecho, o hubiese quienes 
tuvieran capacidad de hacerlo pero temieran y no quisieran hacerlo. El imaginario es muy grande y hay 
que sacarlo del contexto actual, porque si lo dejamos en el contexto actual toma un matiz que no tiene 
nada que ver con lo que apunta la ley como tal. Es decir: el Legislador trató de cubrir el fenómeno 
carcelario, que era un explosivo en las manos; crear una institución que maneje esto con 
independencia y que tenga capacidad de acción. Tenemos personas que están recluidas por mandato 
judicial, y eso es competencia directa. También tenemos personas que están recluidas por orden de la 
autoridad, lo que es más amplio porque abarca otro fenómeno como el de la prohibición de libertad por 
razones psiquiátricas dispuesta por la autoridad. Hay estudios socio- criminalísticos que establecen la 
proporción entre internados privados de libertad por razones de salud mental y cómo la ecuación de las 
personas que están presas cambia a lo largo de los años cuando no hay temas de salud mental. Hoy el 
drama en Uruguay es que hay personas que deberían estar en el sistema de salud mental y siguen 
estando en el sistema carcelario, por infinidad de razones que no son del caso. Ese es un drama de 
este tiempo. Tenemos graves enfermos psiquiátricos que no han sido declarados incapaces y que 
están conviviendo en ese infierno que es hoy la población reclusa; este tema no es de ahora, sino que 
viene de atrás. 


El segundo elemento que quiero reiterar es que, a mi juicio, ni la Comisión, ni el Parlamento, 
ni la Asamblea General, tienen capacidad de decir al Comisionado: "Usted vaya o no vaya a un lugar". 
Nadie en el país tiene esa capacidad, porque él tiene capacidad jurídica de hacerlo bajo su 
responsabilidad. Si él dijera: "Yo fui a ver tal establecimiento, a ver a tal persona recluida y llegué a la 
conclusión de que es aplicable el mecanismo del inciso final del artículo 10 " -que es lo que habilita- "y 
podría modificar el procedimiento", es algo que solo podría saber si lo va a ver. Lo que a mi juicio el 
titular del órgano no podría hacer es actuar en función de ese tema cuando hay una actuación judicial 
en curso. Vuelvo al inciso final del artículo 10, que dice que puede intervenir, que debe dejar de 
intervenir cuando hay actuación policial, pero que tiene la capacidad y el deber de actuar si de lo que 
se trata es de modificar el procedimiento general, lo que está más allá del caso concreto. 


Tengo mis dudas de si la señora Presidenta está en condiciones de decir al Comisionado 
Parlamentario: "Vaya o no vaya". Yo creo que la Comisión no debería intervenir en eso. Es más: me 
parece que tampoco debería existir una charla. Debería llegar un informe del Comisionado y, en base a 
él, que la Comisión asesore. Me parece que este es el procedimiento saludable, y no lo digo por este 
caso concreto que ya está en la órbita de la Justicia. El Comisionado Parlamentario va, ve, constata y 
tiene que informar, y cuando lo hace, esta Comisión hace de filtro para informar a la Asamblea General. 
Me parece que ese es el mecanismo que se trató de establecer. 


Digo esto a efectos de que esas comunicaciones no terminen con rispideces innecesarias en 
un relacionamiento que tiene que ser de excelente nivel, como decía el señor Legislador Moreira. Hay 
que cuidar enormemente la calidad del relacionamiento en un tema tan delicado para que una persona 
con la responsabilidad de un Comisionado no quede entre varios fuegos: la Administración, el 
establecimiento, el personal del establecimiento de reclusión, los titulares de la responsabilidad de la 
actuación de la privación de libertad y el Parlamento. Hay que tratar que el relacionamiento sea lo más 
fluido posible. También hay reglas que, a mi juicio, son absolutamente claras. Reitero: hay autonomía 
de gestión y de iniciativa y nadie puede dar instrucciones al Comisionado sobre la forma de actuar ni 
sobre en qué tener iniciativa. El Comisionado está obligado, bajo su responsabilidad, si hay actuación 
judicial, a suspender su actuación de inmediato, si la hay, y solo intervendrá tomando recaudos para 
solucionar temas de carácter general, que van más allá del caso concreto. Actuar en el caso concreto 
cuando lo está haciendo la Justicia sería una intromisión en asuntos que están fuera de la competencia 
de cualquier órgano o titular que no sea el Poder Judicial. 


SEÑOR BERNINI.- Debemos evitar las rispideces. El artículo 5? dice que los servicios administrativos 
encargados de los establecimientos de reclusión están obligados a auxiliar, a colaborar, etcétera. El 
Comisionado no va a un establecimiento de reclusión; va a una Seccional de Policía. ¿Hasta qué punto 
el responsable de esa Seccional o de la Jefatura de Policía debe auxiliarlo, si esto no está previsto en 
la ley ni incluido, en función de que no hubo ni siquiera un contacto con el Ministerio del Interior? 
Precisamente, hay que evitar que existan rispideces 


Entiendo que nosotros tenemos que cuidar al máximo la independencia y autonomía del 
Comisionado Parlamentario, pero también entiendo que hemos analizado el artículo 1” de la ley y los 
distintos incisos; hasta analizamos el tema del "habeas corpus" o el recurso de amparo, que 


naturalmente se ubica -porque puede haber detención no solo por orden del Juez, pero es específica- 
en 24 horas, porque pasado ese lapso actúa el Poder Judicial y específicamente se nombra por esas 
24 horas. Se inició una acción judicial; en un artículo también hay una referencia a la suspensión de las 
acciones. Hay más que elementos para que nosotros, sin herir susceptibilidades, tratemos de evitar 
rispideces o malos entendidos respecto a una situación como la que está planteada. Yo no creo que 
estemos violentando nada si la Presidencia toma contacto con el Comisionado Parlamentario y le 
indica que estuvimos analizando este tema y que existe unanimidad en la Comisión respecto a ese 
análisis, es decir, que objetivamente le traslade lo que nosotros estamos viendo acá. Si no, creo que 
puede llegar a darse esa rispidez que afecte al Poder Judicial y al Ministerio del Interior, que está 
llevando adelante una investigación administrativa. 


SEÑOR SCAVARELLI.- Vuelvo al principio general. Voy a poner un ejemplo fuera de este contexto 
para entendernos bien. Si el Comisionado Parlamentario va a una seccional donde hay una persona 
detenida -que no es este caso, porque la persona no está detenida- a mi juicio, tiene toda la 
legitimación y la capacidad de hacerlo y preguntar: "¿Usted tiene detenido a fulano de tal? ¿Fue 
comunicado al Juzgado que esta persona está detenida?" Tiene facultades de ir al Juzgado si después 
de las 24 horas el Juez interviene, pero también si dentro de las 48 horas no resuelve. Sé que en esto 
estamos de acuerdo, pero quiero fijar los conceptos. Es decir que no necesariamente hay que esperar 
a que haya alguien en un establecimiento de reclusión para que el Comisionado pueda ir e interesarse 
por la situación. Una vez que se interesa por la situación, como es el caso, y la autoridad le dice: "Esto 
está en manos del Juzgado tal, que ya tomó intervención", a mi juicio, el Comisionado tiene que 
interrumpir su actuación y, a lo sumo, puede obtener información para cumplir el objetivo del inciso final 
del artículo 10, a los efectos de perfeccionar un mecanismo que quizás tenga que ver con el 
tratamiento del preso, con cómo se comunica, si va un Policía en bicicleta a los tres días a avisarle al 
Juez, es decir, me refiero a los mecanismos como tales. Pero en el caso concreto, queda impedido de 
actuar a partir de que toma noticia de que hay una actuación judicial. Esa es mi posición. 


(Diálogos) 


- Estoy hablando del mecanismo en general. Si el Comisionado va al establecimiento policial 
y se encuentra con el hecho y sabe que hay denuncia judicial, a partir de ahí solo puede intervenir para 
mejorar el procedimiento en carácter general, no para opinar o juzgar sobre el procedimiento del caso 
concreto. 


SEÑOR CHÁ.- Entiendo perfectamente las precisiones de carácter conceptual, lo que tiene que ver 
con los criterios, la interpretación general que se hace, y lo comparto. Pero más allá de esto, tenemos 
que ver qué hacemos con este caso en particular, que es el que tenemos que analizar. 


En cuanto a este caso particular, hay varios hechos objetivos. La persona está libre en este 
momento, no está recluida, no está privada de su libertad y hay una instancia de investigación en curso 
-instancia presumarial- llevada adelante por la Fiscalía del Ministerio del Interior, sobre lo que se podría 
pedir un informe o cualquier tipo de detalle que se quisiera conocer al respecto. También hay un hecho 
importantísimo: con fecha 5 de marzo, el interesado formalizó denuncia penal ante el Juzgado Letrado 
de Primera Instancia de la ciudad de Rivera. 


Obviamente, aquí hay que actuar con todo el resguardo que se debe tener. Aquí en ningún 
momento se está planteando vulnerar en ningún caso lo que es la más amplia autonomía que posee el 
Comisionado para actuar en todas aquellas cuestiones que tienen que ver con su cometido, en la 
interpretación más laxa que se pueda dar al mismo. Con absoluto respeto a ese derecho y a esa 
facultad, entiendo que sería pertinente tener una conversación para intercambiar puntos de vista 
respecto del caso en particular, porque más allá del total respeto a lo que se señalaba, creo que no es 
de buen tino generar precedentes que puedan suponer un exceso de competencia en lo que no está 
previsto en la normativa vigente. Tampoco sería productivo para nuestra relación futura que nos 
instalen antecedentes que fijen una competencia que va más allá de lo que la ley prevé o de la 
interpretación que consensualmente hacemos aquí acerca de los cometidos del Comisionado. Por eso 
dije que deberíamos mantener una conversación; obviamente, no es para generar ningún tipo de 
cercenamiento de sus facultades, para plantearle algún tipo de obligatoriedad ni de criterio que de aquí 
emane, simplemente para coordinar y tener un intercambio de apreciaciones acerca de lo que tiene 
que ver con el caso en particular. Reitero que esto es con respecto a los tres elementos que señalé, 
que me parecen de una contundencia y de una claridad superlativa. 


SEÑOR SCAVARELLI.- Lo que él prevé a texto expreso es la actuación judicial o del Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo. Es decir que las actuaciones internas de la Administración, como pueden 


ser la del Ministerio del Interior o de quien fuere, no son obstáculo como tal. Digo esto por los tres 
pilares que el señor Diputado Chá estaba planteando. A mi juicio tiene que tratarse a texto expreso, ya 
que habla de intervención judicial o del Tribunal de lo Contencioso Administrativo. No es impedimento 
para la actuación -estoy hablando en general, fuera de este caso concreto- el hecho de que haya 
actuaciones de tipo interno por parte de la Administración, porque de lo que se trata, justamente, es de 
controlar el funcionamiento. Por lo tanto, la autorregulación está más allá de cualquier otro cometido. 


SEÑOR CHÁ.- Con la frecuencia que se da este tipo de situaciones, estas denuncias, y el grado de 
sensibilidad social que existe al respecto -todos estamos acostumbrados a tratarlas y todos hemos 
recibido alguna vez quejas acerca de la actuación policial, de sus excesos, y de todo lo que tiene que 
ver con el funcionamiento de algunas seccionales- si hubiéramos deseado que eso fuera una materia 
claramente inscrita dentro de las competencias del Comisionado, creo que en la ley estaría a texto 
expreso, eso estaría claramente escrito, porque se trata de un tema que continuamente está en el 
análisis parlamentario. 


SEÑOR BERNINI.- Comparto el concepto y lo ratifico, pero me preocupa la acción concreta, por lo que 
se dijo en cuanto al antecedente que genera. Me preocupa cómo conciliar la no intromisión -para que 
no se sienta lesionado- con estar todos de acuerdo con que esta situación no configuraría que el 
Comisionado actuase. Insisto en que me parecería racional que se le comente cuál ha sido nuestro 
análisis, ya que hemos sido coincidentes en el tema. También insisto en que, de alguna manera, 
debemos evitar que se genere un contratiempo. Digo esto porque, ¿qué va a hacer el Comisionado? 
¿Qué le va a pedir al Jefe de Policía? ¿Qué va a investigar? Eso está fuera de todo contexto; no está 
en ninguna de las hipótesis que acabamos de razonar juntos, y estamos todos de acuerdo. 


SEÑOR MOREIRA.- Él se refiere al artículo 10 de la ley, que dice que cuando la cuestión planteada se 
encuentre sometida a decisión Judicial el Comisionado deberá interrumpir su actuación en caso 
concreto a fin de evitar una contienda de competencias. Y luego dice que, sin embargo, ello no impide 
la realización de la investigación sumaria a efectos de determinar eventuales errores generales del 
procedimiento. El señor Comisionado da esa explicación, que es genérica. Entonces, lo que reitero es 
que él tiene competencias para hacer lo que considere bajo su responsabilidad; de acuerdo a esta 
opinión lo puede hacer. Nosotros, por supuesto, no podemos detenerlo. Simplemente hablábamos de 
sentido común. Nosotros queremos que sepa que tiene todas las facultades para hacer lo que 
considere conveniente pero que también está nuestra opinión predominante. No le podemos decir que 
no haga determinada cosa, no le podemos decir, por ejemplo, que pague o que no viaje, pero podemos 
trasmitirle nuestra opinión. Digo esto porque, aunque algunas cosas no estén a texto expreso, hoy o 
mañana se le puede decir que es responsable por haber hecho tal o cual cosa. A mí no se me ocurre 
responsabilizarlo porque me parece que actúa muy bien, pero creo que para evitar cualquier tipo de 
roce, por sentido común, pienso que deberíamos comunicarle nuestra opinión en general. Por supuesto 
que no le vamos a decir que no haga ciertas cosas porque no tenemos esa facultad. 


SEÑOR SCAVARELLI.- Parecería que debiera quedar claro que no se trata de que el Comisionado 
solo pueda actuar con personas que están reclusas, es decir, que en este momento estén presas. 
Estoy hablando en general y, inclusive, de penados o condenados con prisión. Si una persona está 
presa en un establecimiento de detención y cuando sale de allí denuncia haber sido sometida a 
determinadas situaciones que no deberían haber ocurrido en ese lugar, eso también es cometido del 
Comisionado. Yo sé que nadie dijo lo contrario, pero quiero que quede claro que estamos hablando de 
hechos ocurridos en ocasión de la privación de libertad. Por lo tanto, el individuo puede ya no estar 
privado de libertad, gozar de libertad y venir a plantear ese tipo de situaciones. Es más, el debate se 
da, inclusive, con un recluso fallecido, es decir, si los familiares pueden hacer el planteo o cualquier 
otra persona. Quiero dejar eso claro; quiero dejar plasmada mi opinión para que quede claro. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quedó claro cuál es el espíritu de quienes estuvimos debatiendo en el día de 
hoy y trasmitiré la síntesis al Comisionado Parlamentario. 


Antes de levantar la sesión quiero decir que voy a dejar en Secretaría los informes que me 
hicieron llegar el Ministerio del Interior y el Comisionado Parlamentario cuando les solicité el listado de 
voluntarios y su concurrencia a los establecimientos penitenciarios. En esta información cruzada hay 
diferencias. La información del señor Comisionado Parlamentario no contiene los nombres de los 
voluntarios, solo contiene la fecha y el lugar a donde fueron. Por lo tanto, no sabemos quiénes fueron a 
qué lugar. Por otro lado, en el informe del Ministerio del Interior -que fue cursado a través de la 
Presidencia de la Asamblea General, como corresponde, y tiene la firma de quien habla y de la señora 
Secretaria- el Director Nacional de Cárceles, que es la autoridad competente, se refiere a las personas 
que están concurriendo a los establecimientos y plantea que con el fin de mejorar y proporcionar mayor 


seguridad, tanto a la visita como en los controles de ingreso y egreso de personas, y con la finalidad de 
actualizar sus registros y facilitar el acceso de los mismos se solicitó por e-mail al Comisionado 
Parlamentario que remitiera una nómina actualizada del personal autorizado a ingresar en su 
representación a las unidades penitenciarias, no recibiendo hasta esa fecha respuesta alguna. Este 
informe está fechado el 18 de enero y yo no recibí ninguna otra información. Por lo tanto, me sigue 
preocupando nuestra actitud con respecto a esos voluntarios, si en algún momento les llegara a 
suceder algo. No sé si esta Comisión está de acuerdo con que le trasmita esta preocupación al señor 
Comisionado Parlamentario, en el marco de quien asume responsabilidades, en función de lo que 
hablamos previamente. Digo esto porque se enmarca en la comunicación que la Presidencia debe 
hacer al señor Comisionado sobre los temas que estuvimos analizando el día de hoy. 


Reitero mi preocupación, y la sigo manteniendo en función de que no ha habido 
modificaciones formales en cuanto a la presencia de los voluntarios. 


El señor Senador Moreira planteaba que tendríamos que empezar a analizar el informe del 
señor Comisionado, pero los señores Legisladores se están retirando. De alguna manera, el próximo 
año tendremos que ser más previsores en cuanto a solicitar que esta Comisión pueda sesionar durante 
el Receso. No podemos dejar esta solicitud para la última sesión de la Asamblea General, porque 
podríamos caer en la misma situación que en esta oportunidad, ya que la consideración de todos estos 
asuntos que ocurrieron en verano ha determinado que en la tarde de hoy no podamos abordar el 
análisis del informe del Comisionado. 


Quiero decir que dicho informe debió llegar a fin de año, pero vino recién en marzo. Esto 
hace que estemos con tareas acumuladas. 


SEÑOR MOREIRA.- Leí en el informe alguna apreciación del Comisionado en el sentido de que había 
una orden del Ministerio del Interior, con fecha noviembre del pasado año, a través de la que se 
estableció que la información que él solicita en las unidades -Jefatura, Dirección de Cárceles- debe ser 
remitida por la vía del mando. Esto le dificultó mucho la obtención de información, ya que algunos 
demoraron o no le aportaron los datos. Entonces, no pretendo exonerarlo por la tardanza. 


Hay algunas cuestiones que me preocuparon. Comenta, por ejemplo, que algunas 
autoridades recibían de mal grado que se les solicitara información acerca de algunos temas. Inclusive, 
habla de roces verbales con algunos funcionarios policiales, en la cárcel de Canelones. Todo esto está 
escrito acá. Esto es preocupante y tendremos que hablarlo con la Ministra. Podemos discrepar 
jurídicamente en cuanto al tema de Rivera, con el mejor espíritu constructivo, pero no podemos permitir 
que ningún policía se ponga a obstruir la acción del Comisionado. 


El análisis de este voluminoso informe me ha dejado particularmente preocupado, puesto 
que contiene una serie de apreciaciones respecto de la situación carcelaria que son alarmantes. 


Esta Comisión debería reunirse después de la semana de turismo para analizar el informe 
antes de que venga la Ministra. Me gustaría que hablemos del contenido del informe porque hay 
cuestiones que son muy graves. Si la Comisión lo prefiere, podemos hablar directamente con la 
Ministra. 


También hay algunas cosas que se manifestaron en ocasión de la comparecencia de la 
propia Ministra. En materia de gente privada de su libertad con el sistema de redención por trabajo las 
cifras no coinciden. Hay unas proyecciones de población reclusa que meten miedo y una serie de 
proyecciones sobre emergencias humanitarias que son gravísimas. 


Me hubiera gustado que entráramos hoy en el análisis profundo de este informe, porque si 
bien describe una situación que yo creía que era así -lo he dicho siempre- ahora me la corrobora. 


Insisto en que deberíamos realizar una sesión de Comisión para analizar en profundidad lo 
que está escrito en este informe. 


SEÑORA PERCOVICH.- Coincido con el señor Legislador. Se trata de un informe muy voluminoso y, 
precisamente, lo que tenemos que hacer es sistematizar los problemas que nos preocupan a cada 
miembro de la Comisión, de manera que cuando la Ministra comparezca ya tendremos sistematizados 
los problemas que más nos preocupan, de acuerdo con la visión de cada uno. 


Además, a partir del informe del Comisionado podemos confrontar -y esta es la riqueza que 
tiene- los datos que nos dio la Ministra el pasado año, verificarlos, y hablar otra vez con ella para saber 
qué ha pasado. Tenemos la próxima semana para leer el informe, y estoy de acuerdo en que hagamos 
primero una sesión especial en la que los miembros de la Comisión intercambiemos opiniones, 
sistematicemos los temas, para evitar que la reunión con la Ministra sea desordenada. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Estamos sin quórum, pero asumo la responsabilidad de la convocatoria para 
el próximo 27 de marzo. 


Se levanta la sesión. 


(Es la hora 18 y 50). 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


